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RESOLUCIÓN No.- UNAE-R-2020-023 

   

Econ. Luis Rodrigo Mendieta Muñoz, PhD. 

RECTOR 

UNIVERSIDAD NACIONAL DE EDUCACIÓN – UNAE 

 

CONSIDERANDO: 

 

 

Que, el artículo 3 de la Constitución establece que son deberes primordiales del Estado "1. 

Garantizar sin discriminación alguna el efectivo goce de los derechos establecidos en la 

Constitución y en los instrumentos internacionales, en particular la cedulación, la salud, 

la alimentación, la seguridad social y el agua para sus habitantes.";  

 

Que, el artículo 14 de la Constitución de la República del Ecuador, reconoce el derecho de la 

población a vivir en un ambiente sano y ecológicamente equilibrado que garantice la 

sostenibilidad y el buen vivir;  

 

Que, de conformidad con el inciso primero artículo 32 de la Carta Fundamental la salud es un 

derecho que garantiza el Estado, cuya realización se vincula al ejercicio de otros derechos, 

entre ellos el derecho al agua, la alimentación, la educación, la cultura física, el trabajo, la 

seguridad social, los ambientes sanos y otros que sustentan el buen vivir;  

 

Que, el artículo 226 de la Constitución establece que las instituciones del Estado, sus organismos, 

dependencias, las servidoras o servidores públicos y las personas que actúen en virtud de 

una potestad estatal ejercerán solamente las competencias y facultades que les sean 

atribuidas en la Constitución y la ley. Tendrán el deber de coordinar acciones para el 

cumplimiento de sus fines y hacer efectivo el goce y ejercicio de los derechos reconocidos 

en la Constitución;  

 

Que, el artículo 355 de la Constitución de Ecuador, reconoce a las universidades y escuelas 

politécnicas el derecho a la autonomía, ejercida y comprendida de manera solidaria y 

responsable. Dicha autonomía garantiza el ejercicio de la libertad académica y el derecho 

a la búsqueda de la verdad, sin restricciones; el gobierno y gestión de sí mismas, en 

consonancia con los principios de alternancia, transparencia y los derechos políticos; y la 

producción de ciencia, tecnología, cultura y arte;  

 

Que, el artículo 389 de la Norma Suprema establece que el Estado protegerá a las personas, las 

colectividades y la naturaleza frente a los efectos negativos de los desastres de origen 

natural o antrópico mediante la prevención ante el riesgo, la mitigación de desastres y la 

recuperación y mejoramiento de las condiciones sociales, económicas y ambientales, con 

el objetivo de minimizar la condición de vulnerabilidad;  

 

Que, el artículo 3 de la Ley Orgánica del Servicio Público determina que las disposiciones 

señaladas en la ley son de aplicación obligatoria, en materia de recursos humanos y 

remuneraciones, en toda la administración pública, que comprende: 1. Los organismos y 

dependencias de las funciones Ejecutiva, Legislativa. Judicial y Justicia Indígena, 

Electoral, Transparencia y Control Social, Procuraduría General del Estado y la Corte 

Constitucional; 2. Las entidades que integran el régimen autónomo descentralizado y 

regímenes especiales; 3. Los organismos y entidades creados por la Constitución o la ley 

para el ejercicio de la potestad estatal, para la prestación de servicios públicos o para 

desarrollar actividades económicas asumidas por el Estado; y, 4. Las personas jurídicas 
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creadas por acto normativo de los gobiernos autónomos descentralizados y regímenes 

especiales para la prestación de servicios públicos;  

 

Que, el artículo 11 de la Ley de Seguridad Pública y del Estado establece que los órganos 

ejecutores del Sistema de Seguridad Pública y del Estado estarán a cargo de las acciones 

de defensa, orden público, prevención y gestión de riesgos;  

 

Que, el artículo 28 de la Ley de Seguridad Pública y del Estado define a los estados de excepción 

como la respuesta a graves amenazas de origen natural o antrópico que afectan la seguridad 

y del Estado y corresponden a un régimen de legalidad en el cual no podrán cometerse 

arbitrariedades en el contexto de la declaración; estos se dictan por Decreto en caso de 

estricta necesidad cuando el orden institucional no es capaz de responder a las amenazas 

de seguridad de las personas y del Estado, deberán expresar la causa, motivación, ámbito 

territorial, duración y medidas, y deberán contener en forma clara y precisa las funciones y 

actividades que realizarán las instituciones públicas y privadas involucradas;  

 

Que, el artículo 32 ibídem establece que el estado de excepción se declarará en los casos 

detallados en la Constitución que corresponden a: agresión, conflicto armado internacional 

o interno, grave conmoción interna, calamidad pública o desastre natural;  

 

Que, en atención al literal d del artículo 9 de la Ley Orgánica de Salud le corresponde al Estado 

garantizar el derecho a la salud de las personas, para lo cual tiene, entre otras, las siguientes 

responsabilidades: "d) Adoptar las medidas necesarias para garantizar en caso de 

emergencia sanitaria, el acceso y disponibilidad de insumos y medicamentos necesarios 

para afrontarla, haciendo uso de los mecanismos previstos en los convenios y tratados 

internacionales y la legislación vigente";  

 

Que, de conformidad con el artículo 259 ibídem la emergencia sanitaria se define como toda 

situación de riesgo de afección de la salud originada por desastres naturales o por acción 

de las personas, fenómenos climáticos, ausencia o precariedad de condiciones de 

saneamiento básico que favorecen el incremento de enfermedades transmisibles. Requiere 

la intervención especial del Estado con movilización de recursos humanos, financieros u 

otros, destinados a reducir el riesgo o mitigar el impacto en la salud de las poblaciones más 

vulnerables; 

 

Que, mediante Registro Oficial Suplemento Nro. 160 de fecha 12 de marzo de 2020 se publicó el 

Acuerdo Nro. 00126-2020 mediante el cual se declara el estado de emergencia sanitaria en 

todos los establecimientos del Sistema Nacional de Salud, en los servicios de laboratorio, 

unidades de epidemiología y control, ambulancias aéreas, servicios de médicos y 

paramédicos, hospitalización y consulta externa por la inminente posibilidad del efecto 

provocado por el coronavirus COVID-19, y prevenir un posible contagio masivo en la 

población; 

 

Que, mediante Acuerdo Ministerial No. MDT-2020-076 de fecha 12 de marzo de 2020, el 

Ministerio de Trabajo acordó las Directrices para la aplicación de teletrabajo emergente 

durante la declaratoria de emergencia sanitaria;  

 

Que, con fecha 12 de marzo de 2020, el Ministerio de educación suspendió las clases a nivel 

nacional con ocasión de la declaratoria de emergencia sanitaria; 

 

Que, mediante Decreto Ejecutivo 1017, publicado en el Registro Oficial Suplemento Nro. 163, 

de 17 de marzo de 2020, el Presidente de la República decreta: “Art. 1.- DECLARESE el 

estado de excepción por calamidad pública en todo el territorio nacional, por los casos de 
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corona virus confirmados y la declaratoria de pandemia de COVID-19 por parte de la 

Organización Mundial de la Salud, que representan un alto riesgo de contagio para toda 

la ciudadanía y generan afectación a los derechos a la salud y convivencia pacífica del 

Estado, a fin de controlar la situación de emergencia sanitaria para garantizar los 

derechos de las personas ante la inminente presencia del virus COVID-19 en Ecuador.”; 

 

Que, el Decreto Ejecutivo ibídem dispone: en el artículo 3, la suspensión del ejercicio del derecho 

a la libertad de tránsito; en el artículo 5 declara toque de queda por lo que no se podrá 

circular en las vías y espacios públicos a nivel nacional a partir del día 17 de marzo de 

2020, en los términos que disponga el Comité de Operaciones de Emergencias Nacional; 

en el artículo 6 suspende la jornada presencial de trabajo comprendida entre el 17 al 24 de 

marzo de 2020, para todos los trabajadores y empleados del sector público y del sector 

privado; 

 

Que, el Decreto Ejecutivo 1017, prescribe: en el artículo 13 determina que el estado de excepción 

regirá durante sesenta días; en el Art. 8.- “EMITASE por parte de todas las Funciones del 

Estado y otros organismos establecidos en la Constitución de la República del Ecuador, 

las resoluciones que se consideren necesarias para que proceda a la suspensión de 

términos y plazos a las que haya lugar, en procesos judiciales y administrativos; (…)”; 

 

Que, la Ley Orgánica de Educación Superior, publicada en el Registro Oficial No 298, del 12 de 

octubre de 2010 y reformada mediante la Ley No. 0, publicada en Registro Oficial 

Suplemento 297 de 2 de Agosto del 2018, en su artículo 17 determina: “Reconocimiento 

de la autonomía responsable.- El Estado reconoce a las universidades y escuelas 

politécnicas autonomía académica, administrativa, financiera y orgánica, acorde con los 

principios establecidos en la Constitución de la República. (…)”; 

Que, el literal e) del artículo 18 de la Ley Orgánica de Educación Superior, dispone: “Ejercicio 

de la autonomía responsable.- La autonomía responsable que ejercen las universidades y 

escuelas politécnicas consiste en: “(…) La libertad para gestionar sus procesos internos; 

Que, el artículo 48 de la LOES prescribe: “Del Rector o Rectora.- El Rector o la Rectora, en el 

caso de las universidades o escuelas politécnicas es la primera autoridad ejecutiva de la 

institución de educación superior pública o particular, y ejercerá la representación legal, 

judicial y extrajudicial. (…)”; 

Que, el artículo 47 del Código Orgánico Administrativo dispone: “Representación legal de las 

administraciones públicas. La máxima autoridad administrativa de la correspondiente 

entidad pública ejerce su representación para intervenir en todos los actos, contratos y 

relaciones jurídicas sujetas a su competencia. Esta autoridad no requiere delegación o 

autorización alguna de un órgano o entidad superior, salvo en los casos expresamente 

previstos en la ley.” 

Que, mediante Ley publicada en Segundo Suplemento del Registro Oficial Nro. 147, de 

fecha 19 de diciembre del 2013 y reformada mediante Ley No. 0, publicada en Registro 

Oficial Suplemento 297 de 2 de Agosto del 2018, se crea la Universidad Nacional de 

Educación UNAE, como una institución de educación superior de derecho público, sin 

fines de lucro, con personería jurídica propia, con autonomía académica, 

administrativa, financiera y orgánica, acorde con lo establecido en la Constitución de 

la República y la Ley Orgánica de Educación Superior; 
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Que, el inciso tercero y cuarto de la Disposición Transitoria Primera de la Ley de  Creación de 

la Universidad Nacional de Educación UNAE señala que: “(…) La Comisión Gestora, 

hasta el 31 de diciembre de 2020, actuará como máxima autoridad de la Universidad 

Nacional de Educación UNAE, y desempeñará las funciones académicas, administrativas, 

financieras y regulatorias requeridas, con las funciones propias de autoridad 

universitaria, encargándose de planificar, administrar, conformar, normar y ejecutar las 

acciones necesarias para el inicio y desarrollo de las actividades de la institución. El 

Ministro de la Autoridad Nacional de Educación o su delegado, formará parte de la 

Comisión Gestora. Quien presida la Comisión Gestora, representará jurídicamente a la 

Universidad Nacional de m Educación UNAE mientras dure el período de transición. 

(…)”; 

Que, mediante RESOLUCIÓN-SE-013-No.-081-CG-UNAE-R-2019, de 20 de diciembre de 

2019, la Comisión Gestora de la UNAE, en su artículo único, designó como Presidente de 

la Comisión Gestora y Rector de la Universidad Nacional de Educación – UNAE, al Dr. 

Rodrigo Mendieta Muñoz, quien ejercerá la representación legal, judicial y extrajudicial de 

la Universidad Nacional de Educación, mientras dure el periodo de transición establecido 

en la Ley; 

Que, mediante RESOLUCIÓN-SO-003-No-017-CG-UNAE-R-2018, de 3 de abril de 2018, la 

Comisión Gestora, expidió el “REGLAMENTO DE FUNCIONAMIENTO DE LA 

COMISIÓN GESTORA DE LA UNIVERSIDAD NACIONAL DE EDUCACIÓN – 

UNAE”, el cual en sus literales a) y f) del Artículo 8 denominado “Deberes y atribuciones 

de/la Presidente/a Rector/a”, establecen lo siguiente: “a) Ejerce la representación legal, 

judicial y extrajudicial de la Universidad; (…) g) Ejecutar las directrices de la Comisión 

Gestora”; 

 

Que, el literal f) y g) del artículo 26 del Estatuto de la Universidad Nacional de Educación 

establece atribuciones y responsabilidades de Rector: “(…) f) Dirigir, planificar, 

organizar, ejecutar y evaluar la gestión institucional;  g) Emitir lineamientos de gestión 

institucional; (…); 

 

Que, mediante Memorando Nro. UNAE-DBID-2020-0217-M, de 19 de marzo de 2020, conforme 

al detalle del documento en referencia y anexos, el Director de las Carreras de Educación 

Básica y Educación Intercultural Bilingüe a Distancia, informa al Rector de la UNAE, que 

el proceso de matrículas para las Carreras a Distancia reportan una actividad irregular; 

indica también que, luego de analizar la información del SGA, se ha podido verificar que 

hasta el 19 de marzo, último día de matrículas extraordinarias, no se han matriculado cerca 

de 400 estudiantes; señala además que, se han reportado irregularidades con los pagos de 

aranceles y que dado que muchos estudiantes viven en comunidades y territorios de difícil 

acceso y conectividad, se entiende que la situación por la que atraviesa el país, ha sido un 

factor determinante que pudo haber generado estas irregularidades en los procesos antes 

mencionados; finalmente comunica que, según el calendario académico aprobado, las 

clases en plataforma darían inicio el lunes 23 de marzo, sin embargo, y por las razones 

expuestas, el inicio de las actividades académicas se verían afectadas; con estos 

antecedentes, solicita poder extender los procesos de matrículas, así como poder re 

planificar el calendario académico en respuesta al contexto de emergencia actual;  
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Que, mediante Memorando Nro. UNAE-REC-2020-0373-M, de 19 de marzo de 2020, el Rector 

de la UNAE, en atención a memorando Nro. UNAE-DBID-2020-0217-M, enviado por el 

Director de las Carreras a Distancia, en razón de la Declaratoria de Estado de Excepción 

decretado por el Presidente de la República, y al no existir las condiciones que permitan 

continuar con normalidad el proceso de matriculación, así como el inicio de clases; se 

solicita a la Procuradora de la Universidad Nacional de Educación, elaborar la Resolución 

de suspensión de las matrículas y de las clases del periodo académico marzo - julio 2020 

de las Carreras a Distancia, mientras dure la emergencia y hasta que existan las condiciones 

adecuadas para los estudiantes.   

 

Que, es imperioso salvaguardar la integridad de los estudiantes y servidores de la Universidad 

Nacional de Educación, así como precautelar el normal desarrollo de la gestión 

institucional;  

 

Que, al no haber las condiciones para que las actividades institucionales se continúen 

desarrollando con normalidad; y, 

 

En ejercicio de las atribuciones que confiere la Ley Orgánica de Educación Superior, la Ley de 

Creación de la Universidad Nacional de Educación UNAE, el Estatuto de la UNAE, las 

Resoluciones de la Comisión Gestora y el Código Orgánico Administrativo. 

RESUELVE: 

Artículo 1.- Suspender el proceso de matriculación del periodo académico marzo - julio 2020 de 

las Carreras de Educación Básica y Educación Intercultural Bilingüe a Distancia, mientras dure 

la Emergencia Sanitaria. 

 

Artículo 2.- Se aplaza el inicio de clases del periodo académico marzo - julio 2020 de las Carreras 

de Educación Básica y Educación Intercultural Bilingüe a Distancia hasta que el proceso de 

matriculación referido en el artículo anterior haya concluido con normalidad, y hasta que existan 

las condiciones adecuadas para el normal desenvolvimiento de las actividades académicas y 

administrativas. 

 

Artículo 3.- Notifíquese con el contenido de la presente resolución a la Secretaría General de la 

Universidad para su conocimiento y respectiva publicación. 

La presente resolución entrará en vigencia a partir de la fecha de expedición.  

Comuníquese, publíquese y cúmplase. 

Dado y suscrito en la ciudad de Azogues, provincia del Cañar a los 19 días del mes de marzo de 

2020. 

 

 

Econ. Luis Rodrigo Mendieta Muñoz, PhD. 

RECTOR 

UNIVERSIDAD NACIONAL DE EDUCACIÓN – UNAE 


